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A.N° 023

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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Radicación No           66001318700120183787201

Procesado:                Robinson Andrés Quiceno B.

Magistrado Ponente: Jorge Arturo Castaño Duque
TEMAS: 



PORTE ILEGAL DE ARMAS/ EL CONDENADO INCUMPLIÓ EL BENEFICIO ADMINISTRATIVO DE 72 HORAS / EL JUZGADO EJECUTOR LE IMPUSO UNA SANCIÓN DE SUSPENSIÓN POR SEIS MESES CONSAGRADA EN EL ARTÍCULO 147 DE LA LEY 65/93/ LA PROVIDENCIA OPUGNADA PRESENTA UN DEFECTO SUSTANCIAL INSANEABLE POR OMISIÓN TOTAL DE MOTIVACIÓN - RAZONES PARA DOSIFICAR LA SANCIÓN EN EL MÁXIMO -6 MESES-/ ANULACIÓN DEL AUTO QUE SUSPENDIÓ EL PERMITO DE LAS 72 HORAS.
El citado despacho luego de estudiar el caso, y en especial lo atinente a la mala conducta de conformidad con lo determinado por el Consejo de Disciplina del Establecimiento Carcelario, le impuso al sentenciado la sanción de suspensión POR SEIS MESES consagrada en la referida norma.

Al revisar la providencia en cita, se advierte que si bien el monto de la sanción se encuentra dentro de los parámetros legales, existe una ausencia total de motivación por parte del juez a quo en lo atinente a las razones que se tuvieron en cuenta para dosificar la sanción en el máximo de lo permitido por la norma (hasta por seis meses), y es precisamente dicha omisión la que dio lugar al recurso interpuesto por el Procurador Judicial. 

(…)
Siendo así, hay lugar a decir que le asiste razón al delegado del Ministerio Público en cuanto el juez estaba obligado a realizar una fundamentación de la sanción que finalmente impuso, bajo parámetros de razonabilidad, proporcionalidad y necesidad, máxime que el monto de suspensión impuesta fue equivalente al máximo permitido por la disposición. En consecuencia, el Tribunal no puede suplir esa omisión argumentativa, como quiera que el desconocimiento de ese deber funcional genera un tropiezo mayúsculo, ya que para resolver las inquietudes que en ese sentido plantea el apelante tendría que partir la Sala de suposiciones, lo cual no resulta viable a efectos de establecer si en realidad existe alguna anomalía en ese aspecto.

Siendo así, se impone la anulación de la actuación desde el momento en que se profirió el auto interlocutorio mediante el cual se suspendió el permiso de 72 horas, inclusive, para que se proceda a la corrección del defecto sustancial indicado. 

                            REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                            PEREIRA-RISARALDA 
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                                                   RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

              Magistrado Ponente 
     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dieciocho (18) de septiembre de dos mil dieciocho (2018)

                                                                   Acta de Aprobación N° 0817
                                                 Hora: 8:40 a.m.
1.- VISTOS 

Procede a pronunciarse la Sala sobre el recurso de apelación interpuesto por el representante del Ministerio Público, contra el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, por medio del cual le suspendió el beneficio administrativo de 72 horas al sentenciado ROBINSON ANDRÉS QUICENO BEDOYA.
2.- PROVIDENCIA 

En abril 12 de 2011 QUICENO BEDOYA fue condenado por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Chinchiná (C/das.) a la pena principal de 200 meses y 15 días de prisión, como coautor responsable de los delitos de homicidio y porte ilegal de armas de fuego, y le fue negada la suspensión condicional de la ejecución de la pena. Dicha sanción privativa de la libertad es descontada desde marzo 10 de 2011, y actualmente se encuentra en prisión domiciliaria.

El Juzgado Séptimo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali (V.),  en decisión de diciembre 02 de 2016 aprobó la concesión del beneficio administrativo de permiso por 72 horas a favor del sentenciado.

En abril 12 de 2018, el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), despacho que actualmente vigila la ejecución de la pena, recibió oficio de la Dirección de la Cárcel de Santa Rosa de Cabal (Rda.),  en el cual se solicitó la suspensión de permiso de 72 horas al referido interno, en atención a que el 19 de enero de 2018 salió a hacer disfrute del mismo, y no obstante que debía regresar en enero 22 de 2018 a las 3:00 p.m., no lo hizo, y luego se tuvo información que fue capturado a las 17:47 horas en el terminal de transporte de esta ciudad.

Mediante proveído de abril 19 de 2018 el citado juzgado ordenó la suspensión del beneficio administrativo por 6 meses, de conformidad con lo consagrado en el artículo 147 de la Ley 65/93, en atención a que el ciudadano QUICENO GARZÓN observó mala conducta en uno de los permisos.

Frente a dicha determinación el representante del Ministerio Público interpuso recurso de apelación, razón por la cual se remitió la actuación a esta Sala para que defina la impugnación.

3.- RECURSO

La razón de la inconformidad es entorno a la gradualidad de la sanción administrativa, ya que ROBINSON ANDRÉS QUICENO BEDOYA fue castigado con la máxima sanción prevista para estos casos, esto es, 6 meses de suspensión del beneficio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 147 de la Ley 65/93.

De acuerdo con la redacción del citado canon 147, puede deducirse que el legislador consideró los principios de gradualidad de la sanción, dejando en manos del operador de justicia cierta discrecionalidad, pero sin desbordar la razonabilidad y proporcionalidad de la medida sancionatoria.

Si bien las sanciones penales y las administrativas presentan notorias diferencias dentro de su ámbito de aplicación, ambas provienen del ejercicio del ius puniendi, y en esa medida la falta de regulación en el Código Penitenciario sobre la manera de graduar las sanciones, debe emplearse por remisión lo dispuesto en los artículos 60 y 61 C.P., esto es, mayor o menor gravedad de la conducta, los deberes de diligencia y cuidado, la reiteración de la misma, los antecedentes y el daño causado.

En este caso particular se echa de menos la consideración de esos parámetros pese a que se impuso la máxima sanción establecida; por tanto, solicita se reexamine ese punto en segunda instancia, utilizando para ello el método de cuartos, porque en su criterio el monto no debía ser superior a mes y medio. 
4.- Para resolver, SE CONSIDERA

Sería del caso proceder a establecer si el juez a quo realizó un adecuado trabajo dosimétrico en lo atinente al quantum de la sanción de suspensión impuesta, si no fuera porque se advierte un defecto sustancial insubsanable que amerita la declaratoria de nulidad de la providencia sometida a estudio.

Al señor QUINCENO BEDOYA en virtud del beneficio administrativo de 72 horas que le fue aprobado por parte del Juzgado Séptimo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali (V.), le correspondía cumplir las condiciones para hacer uso del mismo, y por esa razón luego de ser autorizado para salir el 19 de enero de 2018 a disfrutarlo, debía regresar en enero 22 de 2018 a las 3:00 p.m., pero no lo hizo, y posteriormente se informó al penal que había sido capturado a las 17:47 horas en el terminal de transporte de esta ciudad. Esa situación fue puesta en conocimiento del juez ejecutor por el Director del Establecimiento Penitenciario de Santa Rosa de Cabal (Rda.), para que definiera lo pertinente.
En lo atinente al incumplimiento el artículo 147 de la Ley 65/93 en su inciso final dispone: “[…] Quien observare mala conducta durante uno de esos permisos o retardare su presentación al establecimiento sin justificación, se hará acreedor a la suspensión de dichos permisos hasta por seis meses; pero si reincide, cometiere un delito o una contravención especial de policía, se le cancelarán definitivamente los permisos de este género […]” –negrillas propias.
El citado despacho luego de estudiar el caso, y en especial lo atinente a la mala conducta de conformidad con lo determinado por el Consejo de Disciplina del Establecimiento Carcelario, le impuso al sentenciado la sanción de suspensión POR SEIS MESES consagrada en la referida norma.
Al revisar la providencia en cita, se advierte que si bien el monto de la sanción se encuentra dentro de los parámetros legales, existe una ausencia total de motivación por parte del juez a quo en lo atinente a las razones que se tuvieron en cuenta para dosificar la sanción en el máximo de lo permitido por la norma (hasta por seis meses), y es precisamente dicha omisión la que dio lugar al recurso interpuesto por el Procurador Judicial. 

En ese sentido no puede olvidarse que existe una discrecionalidad reglada que por lo mismo no es de libre configuración y con respecto a lo cual el funcionario judicial está en el deber de hacer explícitas las razones que lo llevan a adoptar el monto de una sanción, como situación indispensable para que la parte inconforme pueda manifestar su oposición mediante la interposición del recurso.
Siendo así, hay lugar a decir que le asiste razón al delegado del Ministerio Público en cuanto el juez estaba obligado a realizar una fundamentación de la sanción que finalmente impuso, bajo parámetros de razonabilidad, proporcionalidad y necesidad, máxime que el monto de suspensión impuesta fue equivalente al máximo permitido por la disposición. En consecuencia, el Tribunal no puede suplir esa omisión argumentativa, como quiera que el desconocimiento de ese deber funcional genera un tropiezo mayúsculo, ya que para resolver las inquietudes que en ese sentido plantea el apelante tendría que partir la Sala de suposiciones, lo cual no resulta viable a efectos de establecer si en realidad existe alguna anomalía en ese aspecto.

Siendo así, se impone la anulación de la actuación desde el momento en que se profirió el auto interlocutorio mediante el cual se suspendió el permiso de 72 horas, inclusive, para que se proceda a la corrección del defecto sustancial indicado. 

5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, ANULA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad objeto de apelación, y dispone que el expediente retorne al despacho de origen para que se proceda a dictar de nuevo la providencia con la debida motivación en cuanto a las razones que se tuvieron en cuenta para dosificar la sanción de suspensión en el máximo permitido por la ley, de conformidad con lo indicado en el cuerpo motivo de esta providencia. 

CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
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